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Soledad, veinticuatro (24) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

I. DESCRIPCIÓN DEL PROCESO 

Número de Radicación: 08758-3112-001-2022-00527-00 

Acción: Tutela  

 

 

II. PARTES 

 

Accionante:         MARIA NOGUERA ARIAS 

Accionado: DIRECCIÓN TECNICO DE GESTIÓN SOCIAL Y HUMANITARIA DE LA 

UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS 

 

III. TEMA: PETICIÓN/MÍNIMO VITAL/DIGNIDAD HUMANA/SEGURIDAD 

                 SOCIAL/IGUALDAD/DERECHOS CONEXOS. 

 

 

IV. OBJETO DE DECISIÓN 

Procede este despacho a dictar sentencia dentro del trámite de la solicitud de tutela impetrada 

por la señora MARÍA NOGUERA ARIAS, actuando a través de agente oficioso señor HUGO 

ALBERTO NIETO NOGUERA en contra del DIRECCIÓN TECNICO DE GESTIÓN SOCIAL Y 

HUMANITARIA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS, para obtener la protección de sus derechos constitucionales fundamentales.  

 

V. ANTECEDENTES 

 

1. Pretensiones 

 

Solicita la demandante el amparo constitucional consagrado en el artículo 86 de nuestra Carta 

Magna, reglamentado a su vez por el Decreto 2591 de 1991, con el objeto de obtener el 

reconocimiento de las siguientes pretensiones:  

Solicita se le ampare el derecho constitucional al debido proceso y se ordene: 

 

“Ordenar al Representante Legal de la DIRECCIÓN TECNICO DE GESTIÓN SOCIAL Y 

HUMANITARIA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS, y/o quien haga las veces al momento de la notificación, para que dentro de las 

48 horas siguientes, resuelva de fondo el pago de dicha indemnización como reparación de 

víctima. 

 

Exhortar al representante legal de la entidad accionada no incurrir en los mismos hechos.” 

 

2. Hechos planteados por la accionante 
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Narra el accionante que la señora MARÍA NOGUERA ARIAS, es persona casada con el finado 

SANTIAGO NIETO CUADROS, de cuyo vínculo conyugal procrearon para el año 1959 al niño 

HUGO ALBERTO NIETO NOGUERA. 

 

Afirma que su lugar de domicilio y residencia fue en Puerto Wilches.  

 

Señala que grupos armados al margen de la Ley dieron muerte con arma de fuego al causante 

SANTIAGO NIETO CUADROS, en el Municipio de Wilches (Vijagual), el día 31 de enero de 

1989, tal como reposa en el Registro de Defunción de indicativo serial 053044 del 01 de 

febrero de 1989. 

 

Sostiene que posteriormente a esos sucesos realizó trámite correspondiente ante la UNIDAD 

PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGHRAL A LAS VÍCTIMAS incluyendo su núcleo 

familiar, toda vez que les tocó abandonar el lugar donde tenían su arraigo. 

 

Manifiesta que actualmente la viuda señora MARÍA NOGUERA ARIAS supera los 90 años, 

pasando todas las necesidades económicas ocasionadas con la muerte del finado señor 

SANTIAGO NIETO CUADROS. 

 

Aduce que hace más de dos años le entregaron un número de radicado 72902971, para 

realizarle el pago de la Reparación correspondiente por la muerte violenta de su esposo 

SANTIAGO NIETO CUADROS, por los grupos violentos para la época. 

 

Arguye que se le informan fechas para pagos, los cuales no se han cumplido, por lo que 

teniendo en cuenta la edad de la señora accionante MARÍA NOGUERA ARIAS, ha sido 

necesario que actúe mediante Agente Oficioso por su señor hijo HUGO ALBERTO NIETO 

NOGUERA, a fin que se le amparen los derechos fundamentales constitucionales que se le 

han venido vulnerando al no habérsele cumplido con el pago correspondiente. 

 

3. Trámite de la Actuación. 

 

La solicitud de tutela fue admitida mediante auto de fecha 11 de octubre de 2022. En la 

mencionada providencia se dispuso notificar a la DIRECCIÓN TECNICO DE GESTIÓN 

SOCIAL Y HUMANITARIA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LAS VICTIMAS, otorgándoles un término de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS para rendir 

el informe correspondiente sobre los hechos que dieron lugar al presente asunto.  

Lo citado en el acápite anterior, fue notificado en legal forma y con memorial enviado a través 

del correo institucional la accionada rindió el informe de tutela en su oportunidad. 

4. La defensa 

 

La DIRECCIÓN TECNICO DE GESTIÓN SOCIAL Y HUMANITARIA DE LA UNIDAD PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS, rindió el informe, manifestando 

que HUGO ALBERTO NIETO NOGUERA no interpuso derecho de petición ante esa entidad; 

motivo por el cual no es posible como entidad acceder a la petición de la accionante por medio 
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de acción de tutela, toda vez que esa entidad no tuvo la oportunidad ni conocimiento para 

pronunciarse sobre las pretensiones indicadas por la accionante en la presente acción de 

tutela. 

 

Señala que a la accionante no se le ha vulnerado ningún derecho fundamental, toda vez que 

no existe prueba que configure la excepción a la regla de procedibilidad de acción de tutela, es 

decir la causación de un perjuicio irremediable, en el entendido que la naturaleza de la tutela 

como mecanismo subsidiario que exige que se adelante las acciones o trámites judiciales o 

administrativas alternativas y por lo tanto, no se pretenda atribuir a la acción de tutela como el 

medio principal e idóneo para la reclamación de los derechos fundamentales a los que tienen 

derecho las víctimas del conflicto.  

 

Afirma con respecto a la indemnización administrativa a la que considera tener derecho el 

accionante que MARÍA NOGUERA ARIAS se encuentra priorizada por lo que la unidad para 

las víctimas se encuentra realizando las verificaciones correspondientes en los diferentes 

sistemas de información para poder establecer de manera definitiva la información del pago de 

la indemnización a la que tiene derecho MARÍA NOGUERA ARIAS.  

 

5. Pruebas allegadas 

 Cédula de ciudadanía del Agente Oficioso. 

 Registro Civil de Defunción del señor SANTIAGO NIETO CUADROS. 

 Cédula de ciudadanía de la accionante. 

 Historia Clínica de la accionante. 

 Declaración Extrajuicio. 

Encontrándonos dentro de la oportunidad contemplada por el artículo 29 del Decreto 2591 de 

1991, se pasa a determinar la procedencia de la solicitud de tutela que nos ocupa, previas las 

siguientes,       

 

VI. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia 

 

Es este despacho competente para conocer en primera instancia del presente asunto de 

conformidad con la preceptiva del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. 

 

2. De la acción de tutela 

 

La acción de tutela tal como fue consagrada en el artículo 86 de nuestra Constitución Política  

se constituye en un mecanismo judicial idóneo, puesto al alcance de todas las personas, el 

cual indudablemente, facilita su acceso a la administración de justicia, en todas aquellas 

circunstancias donde sus derechos fundamentales resulten vulnerados o amenazados por el 
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proceder antijurídico de la autoridad pública o de los particulares y no se disponga de otro 

medio de defensa judicial, salvo el caso que de no proceder el juez, se configure un perjuicio 

irremediable. Se trata de una herramienta procesal desprovista de formalismos, sometida a un 

procedimiento preferente y sumario. 

 

3. Problema Jurídico 

 

Corresponde en esta oportunidad al despacho determinar si la DIRECCIÓN TECNICO DE 

GESTIÓN SOCIAL Y HUMANITARIA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS, está vulnerando el derecho fundamental de PETICION y 

DEBIDO PROCESO al omitir suministrar respuesta a la petición mediante la cual solicita la 

entrega de ayuda humanitaria, y la fecha exacta de su desembolso.   

 

Con el fin de resolver el problema jurídico planteado, este operador reseñará la jurisprudencia 

de la Corte Constitucional relacionada con la materia, y luego se procederá a estudiar el fondo 

del asunto.  

  

 Contenido, alcance y fin del derecho de petición.  

  

El precepto constitucional contenido en el artículo 23 de la Carta Política otorga el derecho a la 

persona de “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general 

o particular y a obtener pronta resolución”. De acuerdo con esta definición, puede decirse que 

“[e]l núcleo esencial del derecho de petición reside en la [obtención de una] resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta 

no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”1. Sobre el contenido y alcance del 

derecho fundamental de petición, la Corte ha señalado que la respuesta a las solicitudes de 

petición comprende la correlativa obligación por parte de las autoridades, de otorgar una 

respuesta oportuna de fondo, clara, precisa y congruente con lo solicitado2.   

 

Además de este contenido esencial, el derecho de petición tiene una dimensión adicional: 

servir de instrumento que posibilite el ejercicio de otros derechos fundamentales3. Así, puede 

decirse que “[e]l derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros 

derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la 

libertad de expresión”4, entre otros.  

 

Para esa Corporación una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y 

satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las 

pretensiones del peticionario (5).   
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Sin embargo, la contestación será efectiva, si la respuesta soluciona el caso que se plantea 

(artículos 2, 86 y 209 de la C.P.) y congruente si existe coherencia entre lo solicitado y lo 

respondido, de tal suerte que la solución a lo solicitado verse sobre lo preguntado y no sobre 

otros temas, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se 

encuentre relacionada con la petición propuesta (6).  

 

 La protección por vía de acción de tutela de sujetos de especial protección 

constitucional. Reiteración de jurisprudencia  

   

El artículo 13 de la Constitución Política establece que todas las personas son iguales ante la 

ley, lo que constituye un principio fundamental en el ordenamiento jurídico colombiano. En 

efecto, esta norma constitucional también señala que:  

 

 “El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 

medidas a favor de grupos discriminados o marginados.  

 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 

abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”  

 

De esa manera, esta Corte ha señalado que existen unos sujetos de especial protección 

constitucional quienes tienen derecho a una protección adicional por parte del Estado por 

ejemplo adultos mayores, personas en situación de desplazamiento y madres cabeza de 

familia. Con respecto al primer grupo, la Sala Quinta de Revisión argumentó en la sentencia T-

106 de 2015 que:  

 

“La Corte Constitucional en repetidas ocasiones ha explicado que existen unos sectores de la 

población que por sus condiciones particulares tienen el derecho a recibir un mayor grado de 

protección por parte del Estado. Estos sectores de la población son conocidos como sujetos 

de especial protección constitucional. Se trata de aquellas personas que por sus situaciones 

particulares se encuentran en un estado de debilidad manifiesta. Así, la Corte ha entendido 

que la categoría de “sujeto de especial protección constitucional”, en concordancia con el 

artículo 13 de la Constitución, es una institución jurídica cuyo propósito fundamental es el de 

reducir los efectos nocivos de la desigualdad material que hay en el país. Consecuentemente, 

esta Corporación ha considerado que los menores de edad, las mujeres embarazadas, los 

adultos mayores, las personas con disminuciones físicas y psíquicas y las personas en 

situación de desplazamiento, entre otros, deben ser acreedoras de esa protección reforzada 

por parte del Estado.  
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 Todo lo anterior debe ser entendido como una acción positiva en favor de quienes, por 

razones particulares, se encuentran en una situación de debilidad manifiesta. Es decir, que se 

requiere de una intervención activa por parte del Estado para que estas personas puedan 

superar esa posición de debilidad y disfrutar de sus derechos de la misma manera que otros 

ciudadanos. No obstante, la condición de sujeto de especial protección constitucional no 

excluye ni elimina el deber de autogestión que tienen todos los individuos para hacer valer sus 

derechos.  

 (…)  

Por otra parte, esta Corporación también ha sostenido que los adultos mayores deben ser 

receptores de una protección reforzada por parte de todas las entidades que integran el 

Estado. Al igual que con las personas con disminuciones físicas y psíquicas, esta obligación se 

deriva de un mandato constitucional enmarcado en el artículo 46. Con esto, el Constituyente 

reconoce que los adultos mayores están en un estado de debilidad manifiesta que hace que, 

en virtud del deber de solidaridad, requieran de la ayuda de la sociedad y el Estado para así 

garantizar su integridad, su salud y su dignidad humana.  

 

En este punto, cabe destacar que hubo diferentes posturas acerca de cuál es la edad 

requerida para que una persona sea considerada como un adulto mayor. Sin embargo, la 

discusión quedó zanjada con la expedición de la Ley 1276 de 2009. Así, el artículo 7, literal b) 

establece que un adulto mayor es “aquella persona que cuenta con sesenta (60) años de edad 

o más. A criterio de los especialistas de los centros vida, una persona podrá ser clasificada 

dentro de este rango, siendo menor de 60 años y mayor de 55, cuando sus condiciones de 

desgaste físico, vital y psicológico así lo determinen”. (Subrayas y negrillas fuera del texto). 

Igualmente, esta postura ha sido adoptada por reciente jurisprudencia constitucional.”  

 

De igual forma, desde la sentencia T-025 de 2004, la Corte ha sostenido reiteradamente que 

las personas en situación de desplazamiento, y en general todas las víctimas del conflicto 

armado, son sujetos de especial protección constitucional. La violación constante de sus 

derechos lleva a que estas personas se encuentren en una situación de especial 

vulnerabilidad, por lo que requieren de la asistencia del Estado en su conjunto. Esa ayuda 

debe estar encaminada no sólo al apoyo necesario para garantizar la subsistencia de las 

víctimas, sino también a la estructuración de proyectos que promuevan el desarrollo de esas 

personas en la sociedad, del mismo modo se debe buscar garantizar el derecho de retorno de 

la población en situación de desplazamiento en un ambiente de paz y seguridad.  

 

 Conforme a lo expresado anteriormente la sentencia T-587 de 2008 argumentó que:  

 

 “[L]a jurisprudencia de esta Corporación ha considerado, en relación con la provisión de apoyo 

para la estabilización socioeconómica de las personas en condiciones de desplazamiento, que 

el deber mínimo del Estado es el de identificar, en forma precisa y con la plena participación 
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del interesado, las circunstancias específicas de su situación individual y familiar, su 

proveniencia inmediata, y las alternativas de subsistencia digna a las que puede acceder, con 

miras a definir sus posibilidades concretas de emprender un proyecto razonable de 

estabilización económica individual, o de participar en forma productiva en un proyecto 

colectivo, con miras a generar ingresos que les permitan subsistir autónomamente a él y sus 

familiares desplazados dependientes.”  

 

Con base en los criterios expuestos, entra el despacho a pronunciarse sobre el amparo 

solicitado en el caso específico.   

 

CASO EN CONCRETO: 

  

La accionante señala en su acción constitucional que hace más de dos años le entregaron un 

número de radicado 72902971, para realizarle el pago de la Reparación correspondiente por la 

muerte violenta de su esposo SANTIAGO NIETO CUADROS, por los grupos violentos para la 

época. Señalando que se le informan fechas para pagos, los cuales no se han cumplido, por lo 

que teniendo en cuenta la edad de la señora accionante MARÍA NOGUERA ARIAS, ha sido 

necesario que actúe mediante Agente Oficioso por su señor hijo HUGO ALBERTO NIETO 

NOGUERA, a fin que se le amparen los derechos fundamentales constitucionales que se le 

han venido vulnerando al no habérsele cumplido con el pago correspondiente. 

 

La entidad accionada, al instante de contestar la acción constitucional, indicó la inexistencia de 

la petición aducida por la parte accionante, por lo cual solicita se declare la improcedencia de 

la acción de tutela por inexistencia de vulneración a los derechos fundamentales reclamados. 

 

De la revisión del expediente digital de la acción constitucional, no fue allegada como prueba 

la petición que aduce la parte accionante, en tal orden, considera este estrado judicial que no 

se avizora que exista una afectación al derecho de petición alegado por el accionante.  

 

Y al respecto ha indicado la Honorable Corte Constitucional en relación con la improcedencia 

de la acción de tutela cuando no se acredita vulneración o amenaza a derechos 

fundamentales, precisamente en sentencia T-130 de 2014, Magistrado Ponente LUIS 

GUILLERMO GUERRERO PÉREZ sobre la Improcedencia de la acción de tutela cuando no se 

acredita la vulneración o amenaza del derecho fundamental señaló lo siguiente:  

 

“Improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta 

respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos 

fundamentales”.  
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El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de 

los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por 

la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares [de conformidad con 

lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991”. Así pues, se desprende que el 

mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no 

existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la 

supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión. 

 

En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 

2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, 

como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión 

cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos 

fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de 

derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere 

como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que 

amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de 

un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica 

activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.  

 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado 

respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho 

fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela. (Negrilla y subraya del 

Despacho).  

 

De conformidad con el precedente constitucional trascrito y el acervo probatorio obrante en el 

expediente, resulta claro para el Despacho que la presente solicitud de amparo es 

improcedente en virtud de la inexistencia derechos fundamentales vulnerados o amenazados, 

en consecuencia, el despacho así lo declarará. 

 

Atendiendo a las motivaciones precedentes, el Juzgado Primero Civil del Soledad Atlántico 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela, por INEXISTENCIA DE 

VULNERACIÓN AL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, que fuese interpuesta por la 

señora MARÍA NOGUERA ARIAS, actuando a través de agente oficioso señor HUGO 

ALBERTO NIETO NOGUERA en contra del DIRECCIÓN TECNICO DE GESTIÓN SOCIAL Y 

HUMANITARIA DE LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS 
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SEGUNDO: Notifíquese a las partes por el medio más eficaz, y adviértase a la entidad 

accionada que debe comunicar el cumplimiento de esta decisión.  

 

TERCERO: Contra la presente decisión proceden los recursos de ley. En caso de no ser 

impugnada, envíese el expediente a la H. Corte Constitucional, para su eventual revisión, tal 

como lo dispone el Art. 31 del decreto 2591 de 1991, en su inciso segundo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

GERMAN RODRIGUEZ PACHECO 

Juez 
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